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Al contestar refiérase 

al oficio  Nº  00017
9 de enero, 2007
FOE-SM-0012
Licenciada

María González Salazar

Auditora Municipal

MUNICIPALIDAD DE SANTA BÁRBARA 

Estimada señora:

Asunto:
Procedencia de la renuncia al pago de dietas y de prohibición por el nombramiento de la Presidenta Municipal como Alcaldesa de la Municipalidad de Santa Bárbara. Procedencia del aumento presupuestario del 10% para gastos administrativos del ingreso para servicios de acueducto.

Se atienden sus oficios Nos. AU-166-2006 y AU-190-2006, mediante los cuales solicita respuesta a una serie de cuestionamientos, de acuerdo con el orden de presentación de cada una de las preguntas realizadas:

a)
En relación con el pago de salario y la renuncia al pago de dietas y de prohibición por parte de la actual Alcaldesa Municipal, antes Presidenta Municipal, es menester indicar que como principio elemental, el monto y el tipo de remuneración debe estar acorde con el puesto y las funciones que se desempeñan, así el artículo 20 del Código Municipal establece que las labores del Alcalde Municipal serán remuneradas mediante salario, mientras que para la función de Regidor, nuestro legislador previó el  pago de dietas, como se estipula en el artículo 30 del Código antes citado. Por consiguiente, si la Presidenta Municipal dejó su cargo para fungir como Alcaldesa del Gobierno Local, lo que en derecho corresponde es que se le remunere de conformidad con lo que la  ley establece, y en consecuencia si ya no está fungiendo como Presidenta Municipal, entonces no tiene por qué recibir el pago de dietas, es decir no puede desempeñarse en ambos puestos ni recibir doble pago
.

Respecto a la renuncia del pago de prohibición por parte de la Alcaldesa de ese Gobierno Local, de acuerdo con el artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, No. 8422, los alcaldes municipales no pueden ejercer profesiones liberales, por lo que están obligados a acogerse a la prohibición que allí se establece
,  por lo que, en consecuencia, los Alcaldes Municipales podrán recibir el pago de la retribución económica a que hace referencia el artículo 15 de dicho cuerpo normativo, siempre que ostenten el título profesional respectivo que les habilite para ejercer la profesión y se encuentren incorporado al Colegio Profesional respectivo. 

b)
En cuanto al porcentaje que utilizó la Municipalidad en los presupuestos 2006 y 2007 para gastos administrativos de los ingresos por servicio de acueducto, es importante indicar que no existe un límite que establezca un máximo del 10%, no obstante la evidencia empírica en materia de Administración ha determinado ese porcentaje como un parámetro razonable para determinar una utilización sana y debida de los recursos en relación con ese rubro. Sin embargo, este Órgano Contralor ha aceptado porcentajes mayores, como casos de excepción, en situaciones calificadas cuando existe un estudio técnico debidamente motivado y razonado que permita respaldar y comprobar la necesidad de aumentar dicho porcentaje.

c)
Finalmente, en cuanto a los estudios encomendados a la Auditoría Interna de esa Municipalidad incluidos en su Plan Anual Operativo, resulta un asunto propio de esa Auditoría Interna que debe ser discutido y determinado con el Concejo Municipal, de acuerdo a las prioridades que se consideren pertinentes. 

Atentamente,

Licda. Giselle Segnini Hurtado      

Licda. Vanessa Pacheco Acuña

Gerente de Área
Fiscalizadora Asociada                                       
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� Al respecto véase el dictamen emitido por la Procuraduría General de la República No. C-86-2004 del 12 de marzo de 2004.


� Ver oficios Nos. 04362 (DAGJ-0974-2005) del 19 de abril de 2005, 02377 (DAGJ-0506-2005) del 1° de marzo de 2005, 10440 (DAGJ-2515-2005) del 26 de agosto de 2005, 02786 (DAGJ-0582-2005) del 8 de marzo de 2005, todos emitidos por la Contraloría General de la República.





